



























































Algunos	animales	son	 llevados	hasta	 la	extenuación,	mutilación,	desnutrición,	parálisis,	daños	 irreparables	o	
incluso	hasta	la	muerte”.2	En	muchas	ocasiones,	el	legislador	reacciona	a	partir	de	hechos	o	casos	graves:	fue	a	
raíz	de	un	repugnante	y	estremecedor	suceso	ocurrido	en	una	perrera	de	Tarragona	en	el	año	2001	―en	la	que	
quince	perros	resultaron	brutalmente	mutilados―,	cuando	el	 legislador	decidió	modificar	 la	protección	a	 los	
animales	que,	hasta	el	momento,	era	considerada	como	un	delito	o	falta	de	daños	a	la	propiedad.3	Así	pues,	en	el	
año	2004	se	incluye	en	nuestra	legislación	penal,	y	no	como	mero	daño	a	la	propiedad,	el	delito	de	maltrato	a	los	
animales	 domésticos	 tipificado	 en	 el	 art.	 337	 CP.	 Como	 advertía	 el	 Fiscal	 coordinador	 de	Medio	 Ambiente,	









Desde	 el	 poder	 judicial	 se	 hallan	 signos	 de	 todo	 tipo	 pero	 de	 forma	 previa	 una	 matización:	 es	 tan	
defectuosa	la	técnica	legislativa	penal	en	materia	de	maltrato	animal	que,	en	ocasiones,	el	Juez	sensible	con	el	
caso	 sub	 iudice	 debe	 absolver	 cuando	 considera	 que	 una	 condena	 por	 maltrato	 sería	 la	 resolución	 justa	 y	
necesaria	y,	en	otras	ocasiones,	en	vez	de	acudir	a	otros	criterios	interpretativos	que	salvarían	la	mala	técnica	























paso	a	una	 concepción	más	 iuspositivista	 que	permite	que	 seres	distintos	de	 los	humanos	 sean	 titulares	de	
derechos.	En	este	sentido,	existe	numerosa	legislación	tanto	internacional	como	nacional,	autonómica	y	local	
que	considera	a	los	animales	como	seres	titulares	de	derechos.7	Si	bien	se	reconoce	como	signo	de	progreso	las	
políticas	prevencionistas	 en	materia	de	protección	 animal,	más	 dudas	 ha	 suscitado	 en	 algunos	penalistas	 la	
intervención	del	Derecho	Penal.8	No	es	cuestión	fácil	de	resolver	pues,	como	señalan	Prats	Canut	y	Marqués	i	
Banqué	por	un	lado,	el	Derecho	Penal	tiene	entre	sus	principios	fundamentales	los	de	subsidiariedad	y	ultima	
ratio	 y,	 por	 otro,	 el	 contenido	 del	 bien	 jurídico	 que	 debe	 protegerse	 depende	 en	 buena	medida	 del	 debate	
filosófico	jurídico	sobre	los	derechos	de	los	animales.9	
Hasta	 la	 reforma	 penal	 que	 entró	 en	 vigor	 en	 el	 año	 2004,	 el	 Derecho	 Penal	 se	 ha	 mantenido	









natural	 para	 compartir.	 Un	 segundo	 factor	 justificaría	 la	 tutela	 penal:	 por	 un	 lado,	 el	 fracaso	 del	 Derecho	






























―según	 el	 autor―	 la	 obligación	 de	 tratar	 a	 los	 mismos	 con	 benevolencia	 y	 no	 maltratarlos,	 ni	 física	 ni	
psíquicamente.11	Esta	concepción	del	bien	jurídico	protegido	es,	en	mi	opinión,	perfectamente	trasladable	a	los	










































definitivamente	 de	 ésta	 para	 su	 subsistencia,15	 y	 cuyo	 dominio	 conserva	 siempre	 el	 hombre.16	 Quedarían	






























atados	 y	 enjaulados	 durante	 largos	 periodos	 de	 tiempo);	 también	 es	 cierto,	 sin	 embargo,	 que	 la	 grave	





expone).	 Deberá	 determinarse	 si	 la	 conducta	 que,	 por	 ejemplo	 no	 termina	 con	 la	 vida	 del	 perro	 o	 que	 no	
perjudica	gravemente	su	salud,	constituye	una	tentativa	de	delito	o	debe	reconducirse	a	la	falta	del	art.	632.2	
CP.	 Para	 ello	 deberá	observarse	 si	 la	 conducta	―propósito	 del	 autor―	 se	 dirige	 aunque	 sea	 a	 título	de	 dolo	
eventual	a	causar	un	resultado	de	muerte	o	unas	lesiones	(en	el	dolo	eventual	el	autor	acepta	o	admite	que	de	
su	maltrato	se	derive	un	menoscabo	físico	grave	para	la	salud	o	la	muerte	del	animal)	
Es	 una	 conducta	 que	 puede	 cometerse	 por	 acción	―torturar,	 golpear,	mutilar,	 dar	 alimentos	 en	mal	
estado,	etc...―	como	por	conducta	omisiva	(la	denominada	comisión	por	omisión).	En	este	último	caso,	y	a	título	
de	 ejemplo,	 pueden	 señalarse	 conductas	 tales	 como	 descuidar	 dolosamente	 las	 condiciones	 de	movilidad	 e	
higiene	del	animal	causando	al	animal	sed,	hambre,	frío,	una	insolación,	dolor	considerable,	etc…	Tal	como	señala	
García	 Arán,	 las	 personas	 propietarias	 o	 poseedoras	 del	 animal	 que	 tengan	 el	 deber	 de	 garante	 podrán	
responder	del	delito	cuando	se	cumplan	 los	requisitos	del	art.	11	CP20,	esto	es,	 la	no	evitación	del	resultado	
(lesiones	 o	muerte)	 equivalga	 a	 su	 causación	 (por	 ejemplo	 no	 alimentando	 al	 animal	 y	 dejándole	morir	 de	
hambre).	
3.2.	La	circunstancia	de	“ensañamiento”	




























a	 causar	un	maltrato	 especialmente	 cruel	 (plus	 de	 especial	 crueldad),	 admitiendo	 a	 título	de	dolo	directo	 o	
eventual	 la	 producción	 de	 un	 resultado	 de	 muerte	 o	 de	 graves	 lesiones	 (el	 autor	 maltrata	 al	 animal	 con	























































queda	sujeto	al	arbitrio	de	qué	es	y	qué	no	es	cruel	para	un	 Juez.	En	mi	opinión,	el	 ataque	 lesivo	―siempre	
sorpresivo	 para	 un	 animal	 indefenso―	 es,	 por	 su	 propia	 naturaleza,	 cruel.	 En	 de initiva,	 estamos	 ante	 otro	
elemento	típico	que	genera	inseguridad	jurídica.	



























público	 no	 autorizado”.	 Ello	 ha	 llevado	 a	 algún	 Tribunal	 a	 señalar	 que	 el	 maltrato	 cruel	 sobre	 un	 animal	




















El	 legislador	podría	haber	redactado	una	 falta	 incluyendo	dos	supuestos:	1.‐	el	maltrato	sobre	animal	














calles	 en	 el	 2008,	 lo	 que	 supone	 un	 incremento	 del	 58%	 respecto	 al	 año	 pasado.	 En	 España,	 cada	 día,	
Ayuntamientos	y	protectoras	recogen	de	las	calles	más	de	429	perros	y	gatos.	
Ante	estas	vergonzosas	cifras,	¿qué	hacemos?	El	CP	sanciona	el	abandono	con	una	pena	de	multa	de	diez	
a	treinta	días,	lo	que	no	es	más	que	calcular	una	multa	en	función	de	los	ingresos	del	condenado	para	fijar	una	
determinada	cantidad	que	será	pagada	como	mínimo	durante	diez	días	y	máximo	treinta	días.	Persecución	penal	
prácticamente	nula	en	esta	materia.		
Estamos	ante	un	delito	denominado	de	peligro	hipotético,	esto	es,	el	abandono	sólo	sería	delictivo	según	
el	legislador	si	tiene	capacidad	potencial	para	poner	en	peligro	la	vida	o	integridad	del	animal.	Esta	falta	engloba	
aquellos	supuestos	de	abandono	con	evidente	desprotección	para	el	animal	(carreteras,	bosques,	en	plena	calle),	
terminen	o	no	con	un	resultado	de	lesiones	o	de	muerte	para	el	animal.	
Dicha	forma	de	tipificar	esta	conducta	deja	sin	sanción	penal	casos	de	abandono	“cruel‐cuidadoso”,	esto	
es,	casos	en	los	que	por	ejemplo	el	dueño	deja	al	animal	atado	a	una	reja	o	a	un	árbol	y	a	la	vista	de	terceros	que	
pueden	“evitar”	el	acto	de	abandono	cometido.	Puedo	estar	de	acuerdo	en	que	el	abandono	“cruel‐cuidadoso”	
pueda	ser	sancionado	por	la	vía	administrativa	pero,	para	eso,	se	necesita	que	la	Administración	lo	persiga.		
Los	casos	en	que	el	abandono	va	acompañado	de	un	maltrato	 físico	(y	que	deriva	en	un	resultado	de	
lesiones	o	de	muerte	del	animal)	deben	ser	juzgados	como	señalé	según	los	arts.	337	o	632.2	anteriormente	
estudiados.		
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